
EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente: don Fernando Gar~ía-Mory. y
González·Regueral. don Carlos de la Vega Benayas, don lesos Le~uma
Villa. don Luis López Guerra. y don Vicente Gimeno Sendra, MagIstra­
dos. ha pronunciado
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procesales esenciales y las meras irregularidades instrumentales que no
pueden tener tal trascendencia.

En segundo lugar. el demandante de amparo entiende que se ha
producido la lesión de su derecho a la igualdad que reconoce el arto 14
C.E., porque en otras Sentencias. ante supuestos idénticos de formaliza·
ción del recurso de casación sin hacer referencia al arto 5.4 de la LOPJ.
el Tribunal Supremo ha entrado a valorar el fondo de la cuestión
planteada. señalando de forma singular el recurso planteado por el
mismo Letrado que suscribe la demanda de amparo y que fue admitido
y concluso para la vista por Auto de 1I de mayo de 1987.

Como' pretensión de amparo solicita se declare la nulidad del Auto
recurrido de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 3 de septiembre
de 1987 (Recurso de casación núm. 119j87-P). con el reconocimiento de
los indicados derechos fundamentales. y. retrotrayéndose las actuaciones
al momento procesal en el que recayó dicha resolución impugnada. se
dicte otra nueva por el mismo órgano jurisdiccional en la 'lue se admitan
los dos motivos planteados en el recurso de casación.

3. Por providencia de 10 de noviembre de 1987. la Sección Tercera.
antigua Sala Segunda. admitió a trámite la demanda. acordando. de
conformidad con el art. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal (LOTe), requerir al Tribunal Supre'1lo. a la Audiencia Provincial de
Gerona y al Juzgado de Instrucción núm. 2 de dicha capital. para que
en el plazo de diez días remitieran. respectivamente. testimonio del
recurso de casación. del rollo de Sala 337/86 y de la causa 26/86. Al
propio tiempo se interesaba que se emplazara a quienes hubieran sido
partes en los mencionados procedimientos. con excepción del recu­
rrente. que aparece ya personado. para que en el mismo plazo de diez
días pudieran comparecer en este proceso constitucional.

4. La Sección. por providencia de 16 de diciembre de 1987, tuvo
por recibidas las actuaciones remitidas. y. a tenor de lo dispuesto en el
arto 52 de la LOTe. acordó dar vista de las mismas y del recurso de
amparo. por un plazo de veinte días. al Ministerio Fiscal y al solicitante
del amparo para que dentro de dicho término alegaran 10 que a su
derecho conviniera.

5. El Ministerio Fiscal, por escrito presentado el 20 de enero de
1988. realizó sus alegaciones. en las que. después de señalar los
anJecedentes que estimó relevantes para la resolución del recurso.
recuerda la doctrina de este Tribunal respecto a la dimensión constitu·
cional de los recursos en general y del de casación en especial. que. dadas
las características de nuestro enjuiciamiento criminal, representa. ade­
más de servir a los intereses generales ligados a la depuración y
uniformidad de la aplicación del Derecho. el medió por el que el
justiciable somete su condena a un Tribunal superior. tal como establece
el arto 14.5 del Pacto Internacional de 1956.

Por otra parte. señala que. aunque la inadmisión de un recurso es un
acto de aplicación de la legalidad ordinaria. la decisión adoptada puede
ser objeto de revisión en amparo constitl,!cional, ya que los motivos que
determinan aquélla deben ser interpretados de modo que no comprome­
tan u obstaculicen el derecho de tutela judicial efectiva, mediante la
imposición de un formalismo contrario al espíritu de las normas
reguladoras del recurso (SSTC 60/1985 y 123/1986). Consecuentemente,
sostiene. el arto 888.4.° (debe entenderse 884.4.° L.E.Cr.) ha de interpre·
tarse desde la óptica que imponen los principios y derechos asumidos
por la Constitución. no pudiendo ser aplicado literalmente sino con un
criterio finalista.

Teniendo en cuenta la doctrina expuesta. el Ministerio Fiscal
considera que el Auto recurrido ha supuesto un obstáculo injustificado.
incurriendo en un formalismo que se desentiende del sentido institucio,;,
nal que ha de otorgarse a la regulacino del recurso de casación en nuestro
Derecho.

A tal efecto expone que fueron dos los motivos del recurso de
casación: prueba de reconocimiento irregularmente obtenida y quebran·
tamiento de la presunción de inocencia. El primero, con apoyo en los
arts. 17.3 C.E.. 11.2 LOP] y 520 L.E.er. fue inadmitido por el Tribunal
Supremo porque. fumiamt:ntado primordialmente en infracción de
precepto constitucional. no se menciona. sin embargo. el arto 5.4 de la
LOPJ: criterio que no es el sostenido por el Tribunal Constitucional en
la STC 56/1982. ni por el propio Tribunal Supremo en otras muchas
ocasiones. citando al efecto la Sentencia de 24 de septiembre de 1987.
posterior en algunos días al Auto cuestionado.

En resumen. si antes de la entrada en vigor de la LOPJ no habia
reparo en llevar las infracciones constitucionales como fundamento del
recurso de casación a través del arto 849 de la LE.Cr., en cualquiera de
sus apartados. no parece lógico que la aparición de un nuevo cauce
invalide. al menos durante un tiempo prudencial. el uso de los hasta.
entonces seguidos.

Otro tanto sostiene respecto al segundo de los motivos. pues a pesar
de que en un planteamiento no muy preciso se hace conjunta alegación
de la presunción de inocencia y de error en la apreciación de la prueba.
la conclusión de inadmisión del motivo a la que llega el Auto se aleja
del principio de Interpretación flexible de los formalismos. en efecto, en
el escrito- de preparación se señalaba que se proponía recurrir por
infracción de ley y se cumplía 10 establecido en el art.85S. párrafo
segundo. de la L.E.er.. y. si una interpretación acompasada con la
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Sala Primera. SCll/cncia 69/N90. de 5 de ahri!. R('ClIY­
so de amparo 1.34///987. Contra .11Ifo de la Sala
Seglmda del Tribuna! SUP;'C/IlO dee/arando no haher lugar
a la admisión de recurso de casación interpuesto ("mIra
Sent('llcia de la Audiencia Prmincial de Gerona. Vulnera­
ción del derecho a la lUtc/a judicial e,fectil'a: derecho a los
recursos.

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.341/1987. promovido pOT don
Manuel Fajardo Salguero. representado por el Procurdor de los Tnbuna­
les don Eduardo Morales Price v defendido por el Letrado don Caries
Mongui10d i AgustL contra Auto de la Sala Segunda del Tribu~'lal
Supremo de fecha 3 de septiembre de 1987 ~R. núm. 119f87-'p). Ha sld.o
parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Presidente don franclsco Tomas
y Valiente. quien expresa el parecer de la Sala.
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I. Antecedentes

1. Don Eduardo Morales Price. Procurador de los Tribunales. en
nombre y representación de don Manuel fajardo S~lguero, por medio de
escrito presentado el 21 de octubre de .1987. mterpuso r.ecurso de
amparo contra el citado Auto de 3 de septiembre de 1987. dIctado po~
la Sala Segunda del Tribunal Supremo (R núm. 119j87-P). que declaro
no haber lugar a la admisión del recurso de casació~ in~erpues~o por el
demandante de amparo contra Sentencia de la AudienCia Prov1nclal de
Gerona recaída en el rollo núm. 337. dimanante de la causa 26 de 1986
del Juzgado de Instrucción núm. 2 de la misma ciudad.

2. La demanda se basa. en sfntesis. en los siguientes hechos:

a) El recurrente fue condenado por la Audiencia Provincial de
Gerona en Sentencia de 20 de diciembre de 1986. como autor de un
delito de robo con violencia en las personas y homicidio culposo, a la
pena de doce años de prisión mayor. accesorias. pago de costas y abono
de indemnización por responsabilidad civil.

b) Contra dicha Sentencia el demandante de amparo interpuso
recurso de casación mediante escrito de fecha 23 de diciembre de 1986,
que fue formalizado ante el Tribunal Supremo el 20 de enero de 1987.
alegando como fundamento la vulneración de principios fundamentales
protegidos por el ordenamiento constitUCIOnal.

c) Por resolución de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. de
fecha 26 de febrero de 1987. se tu .... o por interpuesto el recurso de
casación.

d) En fecha 27 de marzo de t 987 se dictó providencia de la propia
Sala Segunda del Tribunal Supremo en la que se notificaba que el
Ministerio Fiscal se daba por instruido del recurso interp'Jesto, sin que
opusiera objeción alguna a la admisión de ninguno de sus motivos.

e) El 30 de abril de 1987 se pasó el recurso al Magistrado Ponente
para instrucción y. finalmente. por Auto de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo de 3 de septiembre de 1987. notificado el I de octubre. se
acordó no haber lugar a la admisión del recurso de casación por
infracción de ley.

La demanda invoca. en primer lugar. la vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). producida por haberse inadmitido
el recurso de casación. fundado en la infracción de diversos preceptos
constitucionales y articulado a través de los núms. 1.° y 2.° del arto 849
LE.Cr. por no haberse formalizado con apoyo en el arto 5.4 de la LOPJ.
Tal decisión, adoptada en aplicación de la causa 4.a del arto 884 de la
LE.er., se considera contraria a la reiterada jurisprudencia del Tribunal
Supremo. que habia entendido idóneo el cauce procesal utilizado para
hacer valer en casación los derechos reconocidos en el arto 24.2 C.E.. y
al criterio contenido en la STC 56/1982. que de forma especial se había
pronunciado expresamente sobre la procedencia del acceso al recurso de
la eventual vulneración del derecho a la presunción de inocencia por la
vía del arto 849.1.° L.E.Cr.. siemprc que se acampanaran datos suficien­
tes que evidenciaran una absoluta falta de actiVldad probatoria. Ade­
mas. se señala que también se hizo referencia. en el motivo segundo del
recurso, al núm_ 2.° del mismo arto 849 de la Ley procesal, aplicable,
incluso de oficio. según varias Sentencias del Tribunal Supremo. que
cita, por si se entendiera que tal referencia era más adecuada para hacer
valer la pretensión impugnatoria. Y. en todo caso. incluso en el supuesto
de que hubiera sido inadecuado el cauce utilizado. tampoco procederia
la inadmisión del recurso de acuerdo con la jurisprudencia constitucio­
nal. que ha distinguido entre el incumplimiento grave de requisitos
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finalidad institucional del recurso permite hacer valer la presunción de
inocencia a través del art.849.2.0 L.E.er., no se advierte la falta de
identificación entre dicho escrito y el de interposición del recurso. La
ausencia de mención nominatum de la presunción de inocencia en la
preparación del recurso no puede determinar el rechaz~ de su al~gación
si ésta se deduce con relativa claridad del correspondiente esento.

Por consiguiente, el escrito presentado termina señalando que debe
estimarse el amparo interesado anulando el Auto recurrido y declarando
el derecho del actor a que el recurso de casación interpuesto no sea
¡nadmitido por las razones expuestas en dicha resolución.

6. La representación procesal del recur~ente presentó escrito de
alegaciones el 26 de enero de 1988. poniéndo de maryifiesto la trascen·
dencia y urgencia del recurso de amparo interpuesto. dadó que el
demandante de amparo se encuentra cumpliendo una pena privativa de
libertad.

Por otra parte, reitera el contenido integro del escrito de demanda y
considera que del contenido del recurso de casación puede inferirse que
existe una sólida base en las pretensiones del recurrente al haberse
fundado la Sentehcia condenatoria en una mal llamada diligencia de
reconocimiento. efectuada sin que se respetaran los derechos que
establece el arto 520, párrafo c). de la L.E.Cr.. que. según el aft. 11.1 de
la LOPl no debió ser tenida en cuenta.

Por último, el recurrente señala que el Auto del Tribunal Supremo,
al inadmitir el recurso. impidió que se entrara a valorar si hubo
conculcación de los derechos fundamentales y produjo una real discrimi­
nación con respecto a otros supuestos iguales en los que se admitió el
recurso. vulnerando, en consecuencia. el arto 14 CE.

7. Por providencia de 2 de abril de \1990. se acordó señalar el día
5 siguiente para la deliberación y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

'1. La demanda de amparo anuda la vulneración de los derechos
fundamentales a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE.) y a la igualdad
en la aplicación de la Ley (art. 14 C.E,). que constituye la base de la
pretensión de amparo formulada. a la inadmisión acordada por el Auto
de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. de fecha 3 de septiembre de
1987. de los dos motivos del recurso de casación interpuesto por el hoy
promavente del amparo contra Sentencia de la Audiencia Provincial de
20 de diciembre de 1986. que en el rollo 337. dimanante de la causa
núm. 26/1986 del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Gerona. le había
condenado como autor de un delito de robo con violencia en las
personas y homicidio culposo. con la concurrencia de circunstancias
agravantes de la responsabilidad. a la pena de doce años de prisión
mayor. accesorias y costas y al abono de indemnización en concepto de
responsabilidad civil.

Resulta. en consecuencia. necesario examinar las razones ofrecidas
por el Tribunal Supremo para dicha inadmisión no sin antes recordar la
doctrina elaborada por este Tribunal en orden al sentido que. desde los
postulados de la invocada tutela judicial. ha de darse a los requisitos
procesales que condicionan la viabilidad de los recursos. y. en particular,
al significado constitucional que la casación penal tiene en nuestro
ordenamiento jurídico.

2. De forma reiterada hemos señalado que el derecho de acceso a
los recursos legalmente establecidos forma parte. con carácter general.
del derecho fundamental consagrado en el arto 24.1 CE. (SSTC
110/1985. 139/1985 y 81/1986. entre otras): y. si bien corresponde a los
órganos judiciales determinar el alcanl'e de las normas que establecen los
requisitos o presupuestos procesales de los medios de impugnación,
aquéllos no pueden adoptar un criterio interpretativo formalista que
lleve a considerar la inadmisión como una sanción a la parte que haya
incurrido en un error-de procedimiento o de planteamiento del recurso.
Por el contrario, los Tribunales deben atender a un criterio teleológico:
es decir a una razonable ponderación del medio en que consiste el
requisito y el fin que con él se persigue. evitando la preponderancia de
lo que es sólo instrumento con mengua de la finalidad última de la
función jurisdiccional. En concreto. hemos dc~tacado también la rele­
vancia que ostenta el recurso de casación en nuestro Derecho. en el que,
no sólo tiene por objeto la finalidad tradicional de unificación en la
aplicación de las normas. sino que constitu)'e el medio que permite al
ju~ticiable someter a revisión el fallo en que fue condenado al (Tribunal
superiom. al que se refiere el art. 14.5 de: Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, conforme al cua1. segun establece el
arto 10.2 CE.. han de ser entendidas las normas relativas a los derechos
fundamentales reconocidos en ella.

En consecuencia. si bien corresponde al Tribunal Supremo decidir
sobre el cumplimiento o incumplimi~nto de las exigencias materiales y
formales establecidas para la admisión de dicho recurso. satlstaciendo el
derecho a la tutela judicial efectiva tanto una resolución de fondo. como
una decisión de inadmisión adoptada en aplicación razonada de la~

causas previstas por la Ley. éstas han de entenderse. sin embargo. en el
sentido más favorable a la plena sustanciación y decisión del recurso,
pudiendo revisarse en sede constit_ucional la aplicación efectuada para
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evitar, en su caso. la imposición de obstáculos y formalismos enervantes
contrarios al indicado derecho fundamental (SSTC 60/1985. 140/1985,
102/1986 Y 20/1989, entre otras muchas). Así. la referencia indiferen·
ciada del arto 884. 4.° L.E.Cr. a la inobservancia de los requisitos que la
Ley exige para la preparación e interposición del recurso de casación no
puede entenderse como una remisión genérica a cualquier defecto de
forma que exima al Tribunal de interpretar la norma del modo más
ajustados a su sentido conforme a la Constitución.

3. En el presente caso, el primer motivo de casación, fQrmulado al
amparo del art. 849.1 de la L.E.Cr. en relación con los arts. 24.1 y 2, 17.1
Y 3 de la Constitución. 520 de la L.E.er. y I1 de la LOPJ (todos ellos
en relación con los arts. 9.3 y ID CE.). fue ¡nadmitido, conforme al art.
884.4.° de la L.E.Cr.. no sólo porque no se mencionaba el art. 5.4 LorJ.
sino también porque reunía impugnaciones muy diversas. de contenido
y significado distinto. No obstante. si bien es cierto. como señala en sus
alegaciones el Ministerio Fiscal. que el escrito de formalización fue en
este aspecto asistemático y reiterativo. utilizando argumentos materiales
y formales, incluyendo, incluso. materias que no tienen acogida en el
citado art. 849 de la L.E.Cr.. resulta posible conocer. y con ello entender
cumplido el requisito de claridad impuesto a la formalización del
recurso (STC 102/1986). que. en realidad. lo que venía a mantenerse es
que se habia producido por la Sentencia recurrida vulneración de los
preceptos constitucionales que se citaban en el motivo como consecuen­
cia de que la prueba determinante de la condena. consistente en el
reconocimiento del penado por la victima. habia sido obtenida sin
observar lo dispuesto en el art. 520 de la L.E.Cr. y que. consecuente­
mente, la valoración del Tribunal de instancia se había efectuado SIO

una minima actividad probatoria con las garantías necesarias para
entenderla constitucionalmente incriminadora.

4. El segundo de los motivos de casación. interpuesto conforme a
lo establecido en el art. 849.2 de la L.E.Cr. en relación con lo dispuesto
en los arts. 24.2 C.E. v 741 de la L.E.er. -inexistencia de un mínimo de
actividad probatoria yerror de hecho en la apreciación de la prueba- fue
también inadmitido en aplicación del arto 884.4.° L.E.CL porque.
insistiéndose en la presunción de inocencia. se olvidó por el recurrente
que desde la vigencia de la Ley Orgánica del Poder Judicial el caucl'
adecuado es el arto 5.4 de la misma Ley, debiendo contener la
preparación del recurso la correspondiente manifestación identificadora
prevista en el párrafo 1.0 del art. 855 de la L.E.Cr. A ello añade el Auto
de la Sala que. incluso en el marco de la anti~ua i.nterpret~ción
jurisprudenciaL se habría incurrido en falta de identificaCión o qUIebra
del principio de unidad de alegaciones. ya que el escrito de preparaCIón
silencia. de un lado. toda alusión a dichn presunción de inocencia o al
arto 24.2 CE.

o
y de otro. acude a la designación de particulares. conforme

al párrafo 2. del mencionado art. 355 de la L.E.Cr.. lo que apunta 01
contenido tradicional del nUm. 2.° del art. 849 de la Ley procesal penal.

El criterio de inadmisión en los términos expuesto tampoco se
acomoda a las exigencias interpretati\'as de los requisitos procesales del
recurso de casación penal impuestas por el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva. En eltxto. se basa. en primer lugar. en la
sustantivación. como categoría específica. de un recurso de casación por
infracción de norma constitucional en orden a la aplicación del llamado
principio jurisprudencial de unidad de alegaciones en las dos fases de
preparación e interposición que representa un obstáculo adiciolH:1 e
mnecesano para el efectivo acceso al recurso. Como ya tuvo ocasIón de
señalar este Tribunal en su STC IR5/1988. antes de la promul~aCJon de
la Ley Orgánica del Poder Judicial. la Junsprudencia constitUCIOnal y b
de la misma Sala Segunda del Tribunal 'Supremo (SS de 25 de abtll y 10
de junio de 1983. 21 v 26 de mayo de 1984 y 2 de abril de 19H5. entre
otras muchas). teniendo en cuenta la naturaleza de la Norma coostiw­
cionaL como Ley suprema y básica. y la especial fuerza vinculante
directa de los derechos fundamentales. no supeditada a interm~dia('Jón
legal alguna. según resulta dcl 3rt. 53.1 c.E., habían podido ya
incorporar al ámbito de la casación penal la vulneración de ¡:lb
derechos mediante la aplicación dc1 cauce prcvisto en los nums. l.0 y 2." Q..:l
art. 849 L.E.Cr., y no existe razón alguna por la que dicha vía devL'nga
incompatible por el hecho de quc el citado 3rt. 5.4 LOPJ consigne
expresamente la infracción de prC'c~pto constitucional como funda­
mento del recurso de casación en todoe, los casos en que segun la ley
proceda. como lo prueba el que la propia Sala del Tribunal Supremo 1.:1
haya seguido considerando idónea después de la entrada en vIgor de
dicha Ley, aduciendo precis¡:¡mente la necesidad de que la normatlva
existente sea mterpretada en el sentIdo más favorable para la cfecti\'idJ.d
del derecho a la tutela judicial (SS de 4 de noviembre de 1986 y de 10
v 13 de octubre de 1987).
. En segundo término. la finalidad de claridad necesaria en el
planteamiento de la pretensión casacional, basada en infracción dl'
normas constitucionales. cuy"a alegación no puede convetirse en electo
perjudicial para el acceS0 al recurso (STC 57/1986). se cumple suficiente­
mente con la exposición razonada de su argumentación en el escrito de
formalización del recurso.

Finalmente. es cierto 'lue la lesión del derecho a la presunción de
inocencia se produce cuando no existe prueba inculpatoria alguna o
cuando la efectuada con este signo lo fue con violación de derechos y
libertades fundamentales. como reitl'radamente viene declarando este
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notificación del procesamiento- recurso de reforma y subsidiario de
apelación. alegando. entre otras razones. la existencia de bienes suficien·
tes por el fiador de la deuda. el procesado don Francisco de Lucas. para
hacer frente a las cantidades reclamadas. y que estaban inscritos en el
Registro de la Propiedad. Por providencia de 19 de enero de 1987. el
Juzgado acordó librar mandamiento al Registro de la Propiedad núm.
1 de Oetafe (Madrid), para que expidiese certificación acreditativa sobre
si aparecían fincas inscritas a nombre de don Francisco de Lucas y. en
su caso, la participación de éste en cada una de eHas y los censos, cargas
y gravámenes que pesaran sobre las fincas o si estaban libres de carga.
Por Auto de 10 de febrero de 1987. el Juzgado desestimó el recurso de
reforma al considerar que subsistían los mismos motivos en los que se
habia basado el Auto recurrido y que no se había practicado. con
posterioridad, prueba alguna que desvirtuara los elementos tenidos en
cuenta al dictar el Auto de procesªmiento. Asimismo. el Juzgado
inadmitió el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto, conside~
randa que en los sumarios tramitados por el procedimiento regu.lado en
el título III (libro IV) de la LE.Crim.. no '.:'abía dicho recurso.
Formulado recurso de queja ante la Audiencia Provincial de Toledo. fue
desestimado por Auto de 18 de julio de 1987 Y. presentado recurso de
suplica contra esta resolución. fue inadmitido por haber sido interpuesto
fuera de plazo.

c) Con fecha 22 de octubre de 1987, la representación legal del hoy
demandante de amparo presentó recurso de queja ante la Audiencia
Provincial contra el Auto de procesamiento dictado por el Juzgado el 5
de diciembre de 1986 y contra el Auto de ¡o de febrero de 1987
deseslimatorio del recurso de reforma. Por Auto de 27 de noviembre de
1987. la Sala desestimó el recurso de queja al considerar que ({de los
hechos que se recogen en el Auto de procesamiento aparecen indicios de
criminalidad suficientes para tal medida. conforme a lo dispuesto en el
arto 384 de la LE.Crim.. por delito de alzamiento de bienes del art. 519
del Código PerutL medida la de procesamiento que no implica abso!u~

ción (sic) definitiva al procesado de responsabilidad penaL lo que habrá
de dilucidarse en el juicio orab).

3. La representación del recurrente considera que el Auto dictado
por la Audiencia Provincial de Toledo. que desestimó el recurso de
queja por él interpuesto. vulnera los apartados I y 2 del art. 24 de la
Constitución. En primer lugar. alega que dicha resolución infringe el
derecho a obtener la tutela judicial por un doble motivo. Por un lado.
el Auto de procesamiento dictado por el Juzgado instructor. posterior­
mente confirmado por la Audiencia Provincial. no está apoyado sobre
datos que supongan la probabilidad del delito de alzamiento de bienes,
puesto que se ha decretado sin tener en cuenta el resultado de las
pruebas propuestas, por lo que el procesamiento se ha mantenido sin
una ponderación de lodos los hechos. sino sólo de aquellos de los que
podía derivarse la existencia del ilícito. Por otra parte. el Auto
impugnado no está suficientemente motivado. ya que sólo resuelve una
de las dos cuestiones suscitadas en el recurso. Este. en efecto, se dirigió
contra el Auto de procesamiento y. contrtl el Auto de ID de febrero de

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitución POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFtERE LA CONSTITUCiÓN DE Li\ NACtÓN
ESPANOLA,

FALLO

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Manuel Fajardo
Salguero y en consecuencia:

Primero.-Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo de 3 de septiembre de 1987. dictado en el recurso de
casación núm. 119/87~P. en cuanto inadmite los dos motivos de dicho
recurso.

Segundo.-Relrotraer las actuaciones al momento inmediatamente
anterior al de dictar dicho Auto.

Tercero.-Reconocer al demandante de amparo su derecho a la
admisión a trámite de los dos motivos de casación formulados y a que
la Sala Segunda del Tribunal se pronuncie sobre los mismos en
Sentencia.

Publiquese esta Sentencia en el ({Boletín Oficial del Estadm~.

Dada en Madrid a cinco de abril de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás v Valiente.-Fernando García~Mon v Gonzá·
lez·Regueral.-Carlos de la 'Vega Benayas.-Jesus Leguina Vílla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

Judicial. Sin embargo. la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva producida por la inadmisión de los motivos de casación, según
se ha expresado en los anteriores razonamientos. determina por sí
misma que haya de acogerse en sus propios términos. la pretensión de
amparo objeto de este recurso.

Sala Primera. Sentencia 70/1990. de 5 de abril. Recurso de
amfaro 1.761/1987. Conlra luto de la Audiencia PrOl'in­
cía de Toledo desestimando FCCIII'S() de queja contra Auto
de/JlIzgado de Instrucción nlÍm. I de Toledo que decretó ei
procesamiento del recurrCI1/C como pre.Hlnto autor de un
delito de ahamienro de himno Supuesta mlneración del
derecho a la IUlela judicwl di.'clil'G.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presid('nte~ don Fernando García-Mon y
González~Regueral, don Carlos de la ':'ega Bcnayas, don Jesús Le~uina
Villa. don Luis López Guerra y don VIcente Glmeno Sendra. Maglstra·
dos. ha pronunciado

Tribunal y asi se recoge en el art. 11.1 de la LOPJ. incurnendo también
el escrito del recurrente en este segundo motivo en falta de rigor y
precisión técnica al aducirse rn el mismo apartado error en la aprecia­
ción de la prueba que. en puridad de principios. no se identifica con la
lesión del indicado derecho fundamental que se reconoce en el arto 24.2
C.E. Ello no obstante, tampoco e~ óbice para la determinación del
verdadero alcance del motivo easacianal que, conforme a la argumenta­
ción del escrito. puede entenderse que gira en torno a la infracción del
derecho a la presunción de inocencia. Y. siendo esto asÍ, la aplicación
por parte del Tribunal Supremo de la causa 4.<1 del arto 884 del la L.E.er.
adolece de un excesivo rigor formalista. sobre todo si se tiene en cuenta
que la propia Sala. conforme al. criterio expresado por este Tribunal en
la STC 56/1982, ensanchó el cauce previsto en el párrafo 2.° del art. 849
L.E.Cr. (SS de 26 de abril. I de junio. 7 de octubre. 27 de diciembre de
1982.17 de enero y 17 de febrero de 1984. entre otras) para acoger la
eventual vulneración del derecho a la presunción de inocencia. conside­
rando. por una parte. que la posibilidad de una decisión judicial
condenatoria adoptada sin apoyo en prueba alguna admisible en
Derecho es, sin duda. el mayor error que en la apreciación de la prueba
cabe imaginar. y. por otra. que. desde el punto de vista técnico procesal
la mencionada vía era la que permitía revisar las actuaciones del juicio
o los hechos declarados probados.

5. En orden a la lesión del derecho fundamental a la igualdad en la
aplicación de la Ley (arto 14 c.E.). que también se invoca. no se aprecia
en la resolución judicial impugnada discriminación con relevancia
constitucional. sino tan sólo una decisión que se aparta de las anteriores
respecto al cauce idóneo para suscitar en el recurso de casación penal
una eventual vulneración de los derechos fundamentales por parte de la
Sentencia de instancia. reflejo de una nueva interpretación de las
normas y requisitos para la admisibilidad de dicha impugnación,
derivada de lo que la Sala Segunda del Tribunal Supremo entiende
consecuencia de la entrada en vigor de la Ley Orgánica del Poder

L Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.761/87. interpuesto por el Procura~

dar de los Tribunales don José María Martín Domínguez, en nombre y
representación de don José CarJos de Carbonell Rodríguez. contra Auto
de la Audiencia Provincial de loledo de 27 de noviembre de 1987. Ha
comparecido el Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado don
Vicente Gimeno Sendra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Por escrito que tiene cnlrada en este Tribunal el 24 de diciembre
de 1987, el Procurador de los Tribunales don José María Martín
Rodríguez interpone, en nombre y representación de don José Carlos de
Lucas Garcia. recurso de amparn cnntrn el Auto de 30 de noviembre de
1987 de la Audiencia Provincial de Toledo. que desestimó el recurso de
queja por él interpuesto y confirmó el Auto dictado por el Juzgado de
Instrucción núm. 1 de Toledo el 5 de diciembre de 1986. que decretó su
procesamiento como presunto autor de un delito de alzamiento de
bienes.

2. La demanda de amparo se fundamenta, en síntesis. en los
siguientes hechos:

a) En virtud de querella presentada por la Caja de Ahorros
Provmcial de Toledo contra don Juan F~u (Josas. don Francisco de
Lucas Vergara. don Francisco de P;wla de Lucas García y el hoy
demandante de amparo don José Carlos de Lucas García, por posible
delito de alzamiento de bienes. el Juzgado de ¡n"trucción núm. 1 de
Toledo incoó el sumario núm. 30/84. Por AulO de 5 de diciembre de
1986. el Juzgado decretó el procesamiento de los querellados.

b) Contra el citado Auto interpusieron algunos de los procesados.
entre eHos el hoy demandante de amparo - y según las fechas de


